
 

 

 

VOTO DISIDENTE DE LOS JUECES  

ALIRIO ABREU BURELLI Y CECILIA MEDINA QUIROGA 

 

1. Lamentamos disentir de la decisión de la Corte de aplicar el artículo 8.1 a la 

decisión del Vicepresidente del Comité de Inversiones Extranjeras de negar 

una información a las víctimas de este caso (ver párrafos 115 a 123 de la 

sentencia).  El artículo 8.1 consagra el derecho a ser oído “con las debidas 

garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o un tribunal 

competente, independiente e imparcial…para la determinación de sus 

derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal, o de cualquier otro 

carácter”. Esta disposición busca proteger el derecho de los individuos a que 

se resuelvan con la máxima justicia posible, las controversias que se 

susciten entre dos partes, sean ellas particulares u órganos del Estado y se 

refieran ellas a materias que estén o no en el ámbito de los derechos 

humanos. Esta disposición es, por excelencia, la garantía de todos los 

derechos humanos y un requisito sine qua non para la existencia de un 

Estado de derecho. Estimamos que su importancia no puede ser trivializada 

aplicándola a situaciones que, en nuestra opinión, no pueden ser objeto de 

esta regulación. 

 

2. Es presupuesto para la aplicación de este derecho que se haya producido un 

desconocimiento por parte del Estado de algún derecho o que éste no haya 

amparado el desconocimiento del mismo por un particular. Producida la 

negación de un derecho la Convención crea a través del artículo 8 el derecho 

para las personas de que un órgano con las características que dicha 

disposición señala resuelva la controversia, es decir, el derecho a que se 

inicie un proceso, donde las partes que discrepan puedan, inter alia, 

argumentar en su favor, presentar pruebas, objetar al contrario.  

 

3. Es claro que el caso que se examina en esta sentencia no constituye un 

proceso. Una petición de acceso a información y la negativa a otorgarlo no 

son un fenómeno jurídico en que un órgano del Estado, habilitado para ello, 

determina la aplicación del derecho en una situación concreta en la cual la 

norma que consagra el derecho ha sido controvertida o violada. Por el 

contrario, el acto de denegar el acceso a la información, crea la controversia 

y de allí emerge el derecho para los afectados de poder recurrir a un órgano 

que la decida, que resuelva el conflicto en razón de su jurisdicción y 

competencia.  Este órgano en el ordenamiento jurídico del Estado es la Corte 

de Apelaciones respectiva a través del proceso que se inicia con la 

interposición de un recurso de protección. Transformar la secuencia 

“petición-negativa” en un proceso, exigiendo la aplicación del artículo 8 para 

tramitar la petición, implicaría sostener que esta petición debe ser recibida y 

decidida por un órgano independiente e imparcial y con todas las garantías 

que esta disposición establece (inter alia, el respeto a los principios de 

igualdad y de contradicción), puesto que el artículo 8.1 debe aplicarse en su 

integridad y cualquier elemento que se infrinja de él constituirá una violación 

del mismo. Esto traería consecuencias que no son quizás las más favorables  
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para el peticionario en términos de dificultades y plazos. Significaría, a su 

vez, exigir para casos no penales la obligación de dos procedimientos 

jurisdiccionales, uno que regule la petición de la información y otro que 

revise su denegación, lo que no es una obligación de los Estados que emane 

de la Convención. 

 

4. El hecho de que el artículo 8.1 se aplica a los procesos que determinan (y 

no que afectan) derechos u obligaciones y que se abre cuando un acto del 

Estado ha afectado un derecho, aparece claramente establecido por la 

Corte en los precedentes que cita en este fallo. En el caso del Tribunal 

Constitucional, en el que se examinaba la aplicación de una sanción de 

destitución de las tres víctimas por parte del Poder Legislativo (párr. 67), 

parte por sostener en su considerando 69 que, a pesar de que se titula 

“Garantías Judiciales”, la aplicación del artículo 8.1 no se limita a los 

recursos judiciales en sentido estricto, sino que constituye “el conjunto de 

requisitos que deben observarse en las instancias procesales a efecto de 

que las personas puedan defenderse adecuadamente ante cualquier 

tipo de acto emanado del Estado que pueda afectar sus derechos”. 

Agrega que el ejercicio del poder sancionatorio del Estado “no sólo 

presupone la actuación de las autoridades con un total apego al orden 

jurídico, sino implica además la concesión de las garantías mínimas del 

debido proceso a todas las personas que se encuentran sujetas a su 

jurisdicción, bajo las exigencias establecidas en la Convención (párr. 68). En 

el considerando 71 enfatiza que “si bien la función jurisdiccional compete 

eminentemente al Poder Judicial, otros órganos o autoridades públicas 

pueden ejercer funciones del mismo tipo”, agregando que, en consecuencia, 

la expresión “juez o tribunal competente” exigible para la “determinación” 

de derechos,  se refiere “a cualquier autoridad pública, sea administrativa, 

legislativa o judicial, que a través de sus resoluciones determine derechos y 

obligaciones de las personas”. La Corte concluye este razonamiento 

sosteniendo que “cualquier órgano del Estado que ejerza funciones de 

carácter materialmente jurisdiccional, tiene la obligación de adoptar 

resoluciones apegadas a las garantías del debido proceso legal en los 

términos del artículo 8 de la Convención Americana”. 

 Esto significa que el artículo 8 se aplica cuando un órgano del Estado 

está ejerciendo facultades jurisdiccionales, lo que no parece posible argüir 

respecto de la negativa de un funcionario de proveer información a un 

particular. Acorde con su posición, la Corte, en el caso del Tribunal 

Constitucional,  procede a examinar si la destitución de los jueces, presuntas 

víctimas en el caso, cumplió con todos y cada uno de los requisitos que este 

artículo exige, tales como la imparcialidad, independencia y competencia del 

órgano como el derecho de defensa del afectado (considerandos 74, 77, 81-

84). 

 

5. En el caso Baena, la Corte tiene esta misma posición, siendo la naturaleza 

del asunto semejante, pues se trataba también del ejercicio del poder 

sancionatorio del Estado (ver considerandos 124 y 131). En el caso 

Bronstein, el considerando 105 repite el párrafo 171 de la sentencia del 

Tribunal Constitucional y establece como fundamento de la violación del 

artículo 8, los impedimentos que se le habían puesto a la víctima para 

defenderse, tales como no informarle de la pérdida de su expediente, no 

permitirle reconstruirlo, no comunicarle los cargos de que se le acusaba ni 

permitirle que presentara testigos (considerando 106). En el caso Yatama, la  
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Corte repite su posición de que el artículo 8 se aplica a las “instancias 

procesales” (párrafo 147); sostiene que en el caso el Consejo Supremo 

Electoral ejercía funciones jurisdiccionales, no sólo por las actuaciones que 

realizó en ese caso sino porque la propia normativa nicaragüense describía 

esas funciones como jurisdiccionales (párrafo 151). 

 

6. Nada de esto corresponde al caso que se examina. El acto que afectó el 

derecho del señor Claude Reyes y otros fue la negativa de un funcionario de 

permitir a un particular el acceso a una información;  el proceso mediante el 

cual se reclamó de esta negativa fue el del recurso de protección y es por 

eso que hemos concurrido con la Corte a encontrar una violación del artículo 

25, puesto que el tribunal de apelación chileno no cumplió con la norma 

mínima de toda resolución judicial, la de ser fundamentada. 

 

7. Esta conclusión, sin embargo, no implica dejar el derecho de solicitar el 

acceso a una información al libre arbitrio del Estado. El derecho de petición a 

la autoridad, consagrado de manera general en los ordenamientos jurídicos 

de los países de la región y ciertamente en Chile (artículo 19, No. 14 de la 

Constitución Política de Chile) exige una respuesta del Estado, que debe ser, 

en las palabras de la Corte Constitucional de Colombia, “clara, pronta y 
sustancial”1. El derecho de petición no tendría sentido ni efecto útil si no 

exigiera esto del Estado. La falta de esta respuesta al señor Claude Reyes y 

otros ha constituido, en nuestra opinión, una violación al derecho 

constitucional de petición y, como esta petición era la de acceder a una 

información, reconocida en la Convención Americana como parte del derecho 

a la libertad de expresión, viola a ésta. 

 

 

 

 

 

 

Alirio Abreu Burelli    Cecilia Medina Quiroga 

   Juez      Jueza 

 

 

 

 

 

 

 

Pablo Saavedra Alessandri 

  Secretario 
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